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I. RESUMEN
1. El 3 de agosto de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Francisco José Magi, Miguel Gustavo Morales y Gilda Mabel Rocha (en adelante los “peticionarios”), en la cual alegan la responsabilidad de la República de Argentina (“Argentina” o el “Estado”) por la supuesta detención arbitraria de Francisco José Magi (en adelante “la presunta víctima”) por parte de agentes policiales, por la aparente imposición a éste de una sanción prevista en una ley por haber expresado públicamente la supuesta comisión de actos de corrupción por parte de funcionarios judiciales, así como por alegadas faltas al debido proceso durante la tramitación de los recursos interpuestos en la Provincia de Tucumán.
2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en el artículo 5 (derecho a la integridad personal), el artículo 7 (derecho a la libertad personal), el artículo 8 (garantías judiciales), el artículo 10 (derecho a indemnización), el artículo 11 (protección de la honra y de la dignidad), el artículo 13 (libertad de pensamiento y expresión), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial), en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos, contenida en el artículo 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo la "Convención Americana") y de diversas disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción y otros tratados internacionales. Por su parte, el Estado solicitó a la Comisión que declarara inadmisible la petición, toda vez que la presunta víctima no agotó debidamente los recursos previstos conforme al derecho interno, además de que los hechos alegados no caracterizarían violación alguna a los derechos contenidos en la Convención Americana.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible en virtud del artículo 46.1.a de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue recibida por la CIDH el 3 de agosto de 2001 y le asignó el número P-951-01. La CIDH transmitió al Estado la petición el 15 de mayo de 2003. La CIDH otorgó al Estado una prórroga para responder la petición el 8 de julio de 2003. La Comisión recibió el 4 de diciembre de 2003 la respuesta del Estado, la cual fue debidamente trasladada a los peticionarios.
5. Los peticionarios presentaron observaciones e información adicional el 26 de julio de 2004, el 28 de junio de 2011 y el 30 de junio de 2012, y el Estado presentó observaciones e información adicional el 28 de enero de 2005 y el 17 de junio de 2011. La información adicional y observaciones presentadas fueron debidamente trasladadas a cada una de las partes.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
6. Los peticionarios afirman que Francisco José Magi, al estar tramitando una acción de amparo en la mesa permanente del Centro Judicial Concepción, se dispuso a presenciar un acto público frente a los tribunales en la plaza pública principal de la ciudad de Concepción con motivo de la conmemoración de la Declaración de Independencia de Argentina. Indican que al haber visto al juez de instrucción a la par del obispo se sintió agraviado por lo que efectuó “una denuncia pública y a viva voz de los actos de corrupción de la fiscal de instrucción y del juez de instrucción”. Señalan que por expresar “[i]nmoral. Corrupto. Sinvergüenza ¡Qué mierda esperas para renunciar!”, la presunta víctima fue detenida el 9 de julio de 1999 durante 12 horas por agentes policiales y que permaneció incomunicado durante ocho horas.
7. Indican que el Tribunal Municipal de Faltas de San Miguel de Tucumán lo sancionó el 10 de julio de 1999 con seis días de arresto o el pago de $30.00 pesos argentinos conforme al artículo 15 inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales de Tucumán o Ley No. 5140
. Afirman que dicha sentencia le fue notificada el 19 de julio de 1999 y que contra ésta presentó recurso de apelación que fue rechazado el 10 de agosto de 1999 por el Juzgado Penal de Instrucción de la Primera Nominación del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán. Afirman que en dicho proceso compareció a una audiencia en la que ratificó “la denuncia de los actos de corrupción de la fiscal de instrucción y del juez de instrucción ofreciendo pruebas” y que la sentencia que confirmó la sanción impuesta le fue notificada el 20 de agosto de 1999.
8. Alegan que las sentencias de ambos tribunales son arbitrarias, puesto que para condenar a la presunta víctima sólo consideraron una supuesta declaración realizada por ésta a las autoridades policiales que aparentemente fue tergiversada, además de que nunca le notificaron en su domicilio real el auto que lo citaba a presentar pruebas dentro del término de cinco días. Argumentan que, al solicitar copias del expediente que culminó con la sentencia del 10 de agosto de 1999, la presunta víctima se dio cuenta de que había sido agregada la leyenda “Que reconoce la falta cometida y el proceder policial fue correcto”, lo cual indican fue comunicado al juez de instrucción el 23 de agosto de 1999, además de afirmar que la presunta víctima inició un juicio de redargución de falsedad
. Asimismo, alegan que el juicio por el cual fue sancionado fue abierto a prueba el 4 de agosto de 1999 y que no se le notificó personalmente dicha apertura, impidiéndole controlar el expediente y las pruebas lo que le causó un gravamen irreparable. Señalan que los actos de las autoridades policiales presentan diversas falsedades, por ejemplo, la relativa a la hora en que fue puesto en libertad.
9. También sostienen que el juez de instrucción que resolvió el recurso de apelación no hizo referencia a la Convención Interamericana contra la Corrupción, la cual es de rango constitucional, y, conforme a ella, no debía haberse aplicado el artículo 15 inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales de Tucumán. Asimismo, argumentan que al haber confirmado el juez de instrucción la sanción impuesta por el tribunal de faltas, éste desalienta los esfuerzos destinados a prevenir y combatir la corrupción, debido a que los hechos de corrupción expresados constituyen delitos conforme al ordenamiento interno.
10. Afirman que contra la sentencia del 10 de agosto de 1999 que rechazó el recurso apelación, la presunta víctima presentó el 25 de agosto de 1999 ante el Juez Correccional del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán un incidente de nulidad conforme a diversas disposiciones del Código Procesal Penal de la Provincia de Tucumán, en especial el artículo 184
. Afirman que el incidente de nulidad fue declarado improcedente por sentencia del 22 de septiembre de 1999.
11. Alegan que la sentencia del 22 de septiembre de 1999 que resolvió el incidente de nulidad es inconstitucional y arbitraria, debido a que lo que el señor Magi alegó fue la nulidad prevista en los artículos 184 y subsecuentes del Código Procesal Penal de la Provincia de Tucumán y no una nulidad implícita en apelación contra la sentencia del 10 de agosto de 1999, ya que “la resolución del juez de instrucción es irrecurrible conforme al inconstitucional artículo 36 del Código Procesal Penal de la Provincia de Tucumán”. Argumentan que el juez correccional no estaba habilitado para dictar la sentencia del 22 de septiembre de 1999 conforme al artículo 343 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación de aplicación supletoria al fuero penal. Sostienen que, una vez dictada la sentencia del 22 de septiembre de 1999, inmediatamente la policía fue a detenerlo y, por ello, tuvo que pagar la multa de $30.00 pesos argentinos para evitar la privación de la libertad.
12. Indican que contra la sentencia del 22 de septiembre de 1999 presentaron el 7 de octubre de 1999 un recurso de inconstitucionalidad, toda vez que el Juez Correccional del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán aplicó el artículo 36 del Código Procesal Penal de la Provincia de Tucumán, reformado por la Ley No. 6.928, que prevé la irrecurribilidad de las sentencias de los jueces de instrucción conforme al artículo 12 de la Ley No. 6.756, y también contra el artículo 15 inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales de Tucumán por contravenir la Convención Interamericana contra la Corrupción de rango constitucional, y afirman que dicho recurso fue declarado inadmisible el 11 de noviembre de 1999 por el Juez Correccional del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán.
13. Señalan que el 22 de noviembre de 1999 la presunta víctima presentó un recurso de queja por inconstitucionalidad denegada indebidamente contra la sentencia del 11 de noviembre de 1999 del Juez Correccional del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán, el cual fue denegado el 28 de diciembre de 1999 por la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucumán, con fundamento en que la presunta víctima no habría rebatido suficientemente los fundamentos de la resolución impugnada.
14. Finalmente, indican que el 9 de febrero de 2000 la presunta víctima presentó recurso extraordinario federal contra la sentencia del 28 de diciembre de 1999 de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucumán. Los peticionarios señalan que el 14 de marzo de 2001 la Corte Suprema de Justicia de la Nación notificó a la presunta víctima la sentencia en la que concluyó que “el recurso extraordinario no cumple con el requisito de fundamentación autónoma”, por lo que lo declaró improcedente.
15. Los peticionarios solicitan a la Comisión que ordene al Estado la modificación del artículo 280 del Código Procesal Penal de la Nación
, a efecto de que los tribunales motiven debidamente sus sentencias, y que ordene investigar los actos de corrupción. Asimismo, piden que ordene al Estado el reembolso de los $30.00 pesos argentinos que pagó como multa, así como una indemnización por daño moral por la cantidad de US $1’200,000.00 dólares americanos.
16. Respecto al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, los peticionarios alegan que agotaron los recursos internos y que presentaron la petición dentro del plazo previsto en la Convención Americana. Sin embargo, sostienen que quedaban recursos pendientes por agotar relacionados con el juicio de redargución de falsedad por la tergiversación de su declaración, y que se seguía una causa por dicha “adulteración de instrumentos públicos”. Asimismo, indican que había iniciado una querella criminal relacionada con los actos de corrupción del Poder Judicial de la Provincia de Tucumán, Argentina. Finalmente, sostienen que a la fecha no ha recibido las copias certificadas solicitadas a los tribunales.
B. Posición del Estado
17. El Estado alega que la petición es inadmisible porque la presunta víctima agotó indebidamente los recursos internos y porque los alegatos de los peticionarios no caracterizan violaciones a la Convención Americana debido a que pretenden que la Comisión se constituya como un tribunal de “cuarta instancia”.
18. Afirma que el señor Magi se agravia de la resolución del Juez de Faltas de fecha 10 de julio de 1999, por la cual se le imputa la pena de seis días de arresto o el pago de $30.00 pesos argentinos en concepto de multa por infringir el artículo 15, inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales. Informa que la presunta víctima fue detenida y puesta a disposición del Jefe de Policía en su carácter de Juez de Faltas. Indica que contra la resolución del 10 de julio de 1999, la presunta víctima interpuso recurso de apelación.
19. Respecto al recurso de apelación, el Estado sostiene que el juez de instrucción resolvió no hacer lugar a la apelación interpuesta, determinando el alcance del concepto de “desorden” en los términos del artículo 15, inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales, “permitiendo su coexistencia con los derechos y garantías consagradas por las constituciones nacional y provincial y los tratados de igual rango privilegiando la interpretación que deje subsistente en armonía las mismas”.
20. Respecto al incidente de nulidad, el Estado sostiene que el juez correccional rechazó el planteo de nulidad sobre la base que en el proceso penal la regulación de las nulidades tiene un enfoque distinto que en materia civil, no existiendo nulidad sin ley que específicamente establezca tal sanción y no pudiéndose declarar la misma por interpretación análoga.
21. Respecto al recurso de inconstitucionalidad interpuesto el 7 de octubre de 1999, el Estado afirma que la presunta víctima lo presentó extemporáneamente conforme a los artículos 91 y 92 de la Ley No. 6944 que contiene el Código Procesal Constitucional de la Provincia de Tucumán, dado que a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucumán le compete conocer de los recursos que se interpongan contra sentencias definitivas dictadas en última instancia, de forma que debió interponer dicho recurso contra la sentencia del 10 de agosto de 1999 que resolvió el recurso de apelación. En este sentido, agrega que el Juez Correccional del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán declaró improcedente el recurso conforme a la legislación provincial. Asimismo, afirma que la presunta víctima presentó la cuestión de constitucionalidad hasta haber planteado el incidente de nulidad contra la sentencia del juez de instrucción, sin que la inconstitucionalidad de las normas que se invocan fuera objeto de debate por los jueces de grado, excluyendo dicha cuestión de la litis. Alega que, conforme al ordenamiento argentino, si la cuestión de constitucionalidad no es debatida por los jueces de grado el recurso de inconstitucionalidad es inadmisible.
22. Respecto al recurso de queja intentado, el Estado informa que la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucumán concluyó que dicho tribunal advirtió “que el quejoso no ha rebatido suficientemente los fundamentos del auto que impugna [en el incidente de nulidad], relativos a la extemporaneidad del planteo, y a la tardía introducción de la pretendida cuestión constitucional. Por otra parte, la particular naturaleza del recurso intentando impone que el escrito de queja deba bastarse a sí mismo, extremo que en el caso, tampoco ha satisfecho”. Afirma que contra dicha sentencia interpuso recurso extraordinario federal, el cual fue rechazado por “carecer palmariamente de fundamentación autónoma que pudiera hacerlo susceptible de consideración”.

23. El Estado sostiene que los peticionarios no han rebatido ante la CIDH, conforme a las mínimas exigencias jurídicas, lo relativo a la extemporaneidad del planteo y a la tardía introducción de la pretendida cuestión inconstitucional, y agrega que la Convención Interamericana contra la Corrupción no tiene rango constitucional en Argentina.
24. Respecto a la falta de caracterización, el Estado alega que los peticionarios pretenden que la Comisión se constituya como un tribunal de “cuarta instancia”. Sostiene que a la presunta víctima le fue garantizada la oportunidad de presentar los recursos disponibles conforme al ordenamiento interno así como el debido proceso conforme a los estándares internacionales, por lo que no podría caracterizarse violación si los tribunales internos adoptaron su decisión en virtud de su interpretación de los hechos, de la prueba y del derecho aplicable.

25. Respecto a las alegadas restricciones a su derecho de libertad de expresión, el Estado alega que la presunta víctima no hizo uso de su derecho a expresarse sino que abusó del mismo interviniendo en el ámbito personal de los funcionarios judiciales al afectar arbitrariamente el derecho de los mismos a que se respete su honra y su dignidad. Sostiene que, en consideración del marco en que se profirieron los insultos, la presunta víctima alteró el orden público. En este sentido, el Estado concluye que la norma que funda la condena impuesta a la presunta víctima se encontraba prevista expresamente por la ley con anterioridad a los hechos reprochados y que la sentencia fue dictada conforme a las garantías de debido proceso, conforme a los requisitos previstos en el artículo 13 de la Convención Americana.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

26. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. La petición señala como presunta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
27. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Asimismo, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
28. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de dicho tratado, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.
29. Existe una controversia entre las partes con relación al cumplimiento del requisito del agotamiento de los recursos internos. Mientras que los peticionarios sostienen que la presunta víctima agotó los recursos internos, el Estado alega que la presunta víctima no agotó debidamente dichos recursos, aduciendo que ésta, además de presentar extemporáneamente el recurso de inconstitucionalidad, no presentó cuestiones de constitucionalidad ante los jueces de grado, lo cual era necesario conforme al ordenamiento interno para que procediera dicho recurso. En este sentido, el Estado sostiene que conforme al artículo 91 del Código Procesal Constitucional de la Provincia de Tucumán, corresponde a la Corte Suprema de Justicia “conocer de los recursos que se interpongan contra las sentencias definitivas dictadas en última instancia o los autos que tengan la virtualidad de poner fin a la acción o hacer imposible su continuación, de los Tribunales inferiores dictados en causa en que se hubiere controvertido la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, decretos y reglamentos que estatuyen sobre materias regidas por la Constitución Provincial, siempre que ello forme la materia principal de la discusión entre las partes, y la sentencia o el auto fuere contrario a las pretensiones de la recurrente”.
30. La Comisión nota que la presunta víctima presentó contra la sentencia del 10 de julio de 1999 un recurso de apelación que fue rechazado el 10 de agosto de 1999 por sentencia del Juzgado Penal de Instrucción de la Primera Nominación del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán. La Comisión observa que el tribunal de apelación analizó la constitucionalidad de la sanción, dado que determinó el alcance del concepto de “desorden”, “permitiendo su coexistencia con los derechos y garantías consagradas por las constituciones nacional y provincial y los tratados de igual rango, privilegiando la interpretación que deje subsistente en armonía las mismas” 
.
31. Asimismo, la Comisión nota que posteriormente la presunta víctima presentó un incidente de nulidad que fue resuelto por auto del 22 de septiembre de 1999. Observa que al momento de tramitar el incidente de nulidad, la presunta víctima argumentó la inconstitucionalidad de la ley citada y de los actos de las autoridades que la aplicaron, incluyendo la vulneración de la Convención Interamericana contra la Corrupción. También nota que, conforme al escrito del peticionario, el juez correccional declaró improcedente dicho incidente por haberse presentado de forma extemporánea. Finalmente, observa que dicho incidente fue declarado improcedente dado que, conforme a la sentencia, en el proceso penal la regulación de las nulidades tiene un enfoque distinto que en materia civil, no existiendo nulidad sin ley que específicamente establezca tal sanción y no pudiéndose declarar la misma por interpretación análoga.
32. Finalmente, la Comisión observa que contra el auto del 22 de septiembre de 1999 que rechazó el incidente de nulidad, la presunta víctima presentó un recurso de inconstitucionalidad en el que volvió a plantear la inconstitucionalidad de su detención, de la sanción y del artículo 15 inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales de Tucumán, y que dicho recurso de inconstitucionalidad fue declarado improcedente por el Juez Correccional del Centro Judicial de Concepción, Provincia de Tucumán el 11 de noviembre de 1999. Nota que dicho juez concluyó que la acción de inconstitucionalidad no fue interpuesta por la presunta víctima contra una sentencia definitiva que ponía fin a juicio, sino contra un auto que resolvió un incidente de nulidad. Asimismo, la CIDH observa que dicho tribunal consideró que dicho recurso de inconstitucionalidad debió dirigirse directamente contra la sentencia de apelación “pues es allí donde se habían configurado los pretensos agravios constitucionales que invoca con posterioridad”.

33. La CIDH ha señalado que para que se pueda brindar al Estado la oportunidad de subsanar la alegada violación a derechos convencionales antes de que sea planteada ante una instancia internacional, los recursos judiciales incoados por las presuntas víctimas deben cumplir con los requisitos razonables de procedibilidad establecidos en la legislación interna
. Asimismo, tanto la Corte IDH como la Comisión han señalado que la efectividad de un recurso judicial implica que, potencialmente, cuando se cumplan los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia establecidos en la legislación interna, el órgano judicial evalúe sus méritos. En el mismo sentido, ha expresado que la existencia y aplicación de requisitos razonables de admisibilidad, previo al conocimiento de los méritos de un recurso judicial, no resultan incompatibles con el derecho protegido en el artículo 25 de la Convención Americana
.
34. En el presente caso, conforme a lo resuelto por los tribunales internos y lo alegado por las partes, esta Comisión considera que la presunta víctima agotó indebidamente los recursos internos, puesto que: i) la vía prevista por el ordenamiento interno para continuar alegando la inconstitucionalidad del artículo 15 inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales de Tucumán, de la resolución que impuso la sanción y de la sentencia de apelación, era el recurso de inconstitucionalidad dentro del plazo previsto por las leyes internas
 y ii) el recurso de inconstitucionalidad debió presentarse contra la sentencia de apelación del 10 de agosto de 1999 y no contra el auto que resolvió el incidente de nulidad del 22 de septiembre de 1999, ya que conforme al artículo 91 del Código Procesal Constitucional de la Provincia de Tucumán la sentencia de apelación era la que ponía fin a juicio
.
35. Conforme a lo anterior, la CIDH considera que al incumplir las exigencias de la legislación procesal pertinente, la presunta víctima agotó indebidamente el recurso de inconstitucionalidad así como los recursos presentados subsecuentemente y, consecuentemente, no se cumplió con el requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
36. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención
.
V.
CONCLUSIONES

37. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible por incumplimiento del artículo 46.1.a de la Convención Americana, y en consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
2. Notificar la presente decisión a las partes;
3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a información presentada por el peticionario, el artículo 15, inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales de Tucumán prevé que “serán castigados con penas de hasta treinta (30) días de arresto o treinta (30) días multa:…4) Los que, profiriendo gritos agresivos o de cualquier otro modo, alteraren el orden y la tranquilidad pública en calles o lugares públicos…”.


� Conforme a información pública consultada por esta Comisión, la legislación argentina establece que el “juicio de redargución de la falsedad” se trata de una acción prevista en el derecho argentino para impugnar la falsedad de un instrumento público. El artículo 395 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé que “la redargución de falsedad de un instrumento público se tramitará por incidente que deberá promoverse dentro del plazo de diez días de realizada la impugnación, bajo apercibimiento de tenerla por desistida. Será inadmisible si no se indican los elementos y no se ofrecen las pruebas tendientes a demostrar la falsedad. Admitido el requerimiento, el Juez suspenderá el pronunciamiento de la sentencia, para resolver el incidente juntamente con ésta. Será parte el oficial público que extendió el instrumento”.


� Artículo 184.- Los actos procesales serán nulos sólo cuando no se hubieran observado las disposiciones expresamente prescriptas bajo pena de nulidad.


� Artículo 280.- La libertad personal sólo podrá ser restringida, de acuerdo con las disposiciones de este Código, en los límites absolutamente indispensables para asegurar el descubrimiento de la verdad y la aplicación de la ley.


El arresto o la detención se ejecutarán de modo que perjudiquen lo menos posible a la persona y reputación de los afectados y labrándose un acta que éstos firmarán, si fueren capaces, en la que se les comunicará la razón del procedimiento, el lugar donde serán conducidos y el juez que intervendrá.


� Conforme a los artículos 87 y 88 del Código Procesal Constitucional de la Provincia de Tucumán, “los Tribunales u juzgados de la Provincia en el ejercicio de sus funciones, proceden aplicando la Constitución Nacional o Provincial y los tratados internacionales con garantía constitucional relativos a derechos y garantías fundamentales, como ley suprema respecto a las leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley emanadas de cualquier autoridad de la Provincia…” y “el control de constitucionalidad debe ejercerse por la Justicia, aún sin petición de parte interesada, en aquellas causas llamadas a su conocimiento. Los magistrados deben abstenerse de aplicar la ley, decreto u orden que so pretexto de reglamentación desvirtúe el ejercicio de las libertades y derechos reconocidos o prive a los ciudadanos de las garantías aseguradas por la Constitución Nacional y Provincial…Cuando el magistrado interviniente estime que la norma que debe aplicar puede adolecer de alguna objeción constitucional, previa a la decisión, corre traslado a las partes por un plazo de diez días hábiles…”. De manera similar al presente caso, conforme a información pública consultada por la CIDH, ésta observa que, conforme a los Considerandos de la sentencia del 5 de octubre de 2010 de la Corte Suprema de la Nación en el caso “N., J.G. s/infr. Art. 15, inc. 4º, LCP s/incidente de inconstitucionalidad”, donde también se alegó la inconstitucionalidad del artículo 15 inciso 4 de la Ley de Contravenciones Policiales de Tucumán, el juez de instrucción: i) ejerció un control difuso de constitucionalidad y de convencionalidad ex officio al resolver la apelación; ii) concluyó que la ley 5140, su modificatoria 6619 y su decreto reglamentario 3289/14 (SSG) eran inconstitucionales, y; iii) declaró la nulidad del proceso contravencional seguido contra el apelante. La sentencia puede ser consultada en el siguiente � HYPERLINK "http://ecaths1.s3.amazonaws.com/derechoshumanoscomision1/386762578.inconstitucionalidad%20ley%20de%20contravenciones%20tucuman%20CSJN.pdf" ��enlace�.


� CIDH, Informe No. 116/12, Petición 374-97, Inadmisibilidad, Trabajadores de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL), Argentina, 13 de noviembre de 2012, párr. 32.


� Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94. CIDH, Informe No. 116/12, Petición 374-97, Inadmisibilidad, Trabajadores de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL), Argentina, 13 de noviembre de 2012, párr. 33.


� Artículo 94 del Código Procesal Constitucional de la Provincia de Tucumán.- Procedimiento. Forma. Plazos. El recurso de inconstitucionalidad se interpone por escrito, fundado con arreglo a lo establecido por el artículo anterior, ante el Tribunal que dictó la resolución que lo motiva, dentro del plazo de diez (10) días contados a partir de la notificación…


� Artículo 91 del Código Procesal Constitucional de la Provincia de Tucumán.- Recurso de inconstitucionalidad. Supuestos. Corresponde a la Corte Suprema de Justicia conocer de los recursos que se interpongan contra las sentencias definitivas dictadas en última instancia o los autos que tengan la virtualidad de poner fin a la acción o hacer imposible su continuación, de los Tribunales inferiores dictados en causa en que se hubiere controvertido la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, decretos y reglamentos que estatuyen sobre materias regidas por la Constitución provincial, siempre que ello forme la materia principal de la discusión de las partes, y la sentencia o el auto fuere contrario a las pretensiones del recurrente.


� CIDH, Informe No. 116/12, Petición 374-97, Inadmisibilidad, Trabajadores de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL), Argentina, 13 de noviembre de 2012, párr. 40.
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